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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, quince (15) de septiembre de dos mil catorce (2014)
	RADICADO:

	05001 33 33 020 2014-00912 00

	TRAMITE
	CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL

	SOLICITANTE 
	SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE –SENA-    

	SOLICITADO
	COMERCIALIZADORA ARTURA CALLE S.A.S. 

	TEMA:
	 PAGO DEL CONTRATO EJECUTADO Y CUMPLIDO A SATISFACCION

	DECISIÓN
	APRUEBA CONCILIACIÓN 

	INTERLOCUTORIO 
	No. 488


Resuelve el Despacho la aprobación o improbación de los términos del acuerdo conciliatorio celebrado entre el SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE –SENA-  y la  COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S..
ANTECEDENTES
El SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE –SENA- Regional Antioquia, por conducto de apoderado, presentó solicitud de conciliación prejudicial ante el Procurador Delegado para la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, con el propósito de proceder al pago de la prestación del servicio realizado a satisfacción por parte de la COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S., y que se derivó del Contrato Nº 002262 a través de la Aceptación de la Oferta de la Invitación Pública Numero 038 de 2012. En consecuencia, proceder al pago por valor de $1.244.000 consignado en la cuenta de cobro Nº 001 del 17 de enero de 2013. 
Fundamenta su petición en los hechos que se resumen de la siguiente manera:
Que se publicó la Invitación Pública Nº DRA 0038 de 2012, en el cual se convocó para la presentación de propuestas bajo la modalidad de contratación de Selección de Mínima Cuantía, cuyo objeto fue “Compra de ropa y calzado de dotación para las secretarias, y el personal administrativo que por sus funciones tienen derecho y que pertenecen a la planta de personal del Grupo de Apoyo Mixto del SENA Regional Antioquia”. Y la adjudicación del contrato se realizó a la empresa COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S.

Con base en lo anterior la empresa COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S. y el SENA suscribieron el contrato Nº 2262 del 10 de octubre de 2012, por un valor  total de $1.244.000, el cual se perfeccionó con la aceptación de la oferta. 

Como forma de pago, dentro del contrato, se estableció: “Forma de Pago: EL SENA cancelará al contratista mediante único pago, una vez recibido el servicio a entera satisfacción de la Entidad, previa presentación de los siguientes documentos: Factura o cuenta de cobro, dando estricto cumplimiento a las exigencias legales que establece el artículo 617 del Estatuto Tributario, incluyendo en la factura el número del contrato objeto de facturación, nombre, NIT de la Entidad Contratante. Documento que acredite que el contratista se encuentra al día con el pago de aportes parafiscales, al sistema de seguridad social integral, acompañada de las planillas de pago del periodo correspondiente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007. Cuando se trate de personas jurídicas, ésta acreditación se realizará mediante certificación de paz y salvo, la cual deberá estar firmada por el Revisor Fiscal o Representante Legal. Certificado bancario debidamente diligenciado en el formato suministrado por el SENA. Se dará tramite de pago una vez se expida la certificación de recibo a satisfacción por el Supervisor del Contrato y cumplido los requisitos exigidos, el SENA dispondrá de diez (10) días calendario contados a partir de la recepción de la factura para cancelar la suma adeudada.”.

El Señor Campo Elías Echeverri, en calidad de Supervisor del Contrato, certificó que la empresa COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S., cumplió a satisfacción con el objeto del mismo y acorde con los parámetros y los términos de referencia establecidos en el contrato Nº 002262 del 10 de octubre de 2012.

El 10 de enero de 2013, el Supervisor del contrato anexa a su certificación la Nota de Entrada de Consumo al Almacén, del 08 de enero, Factura de Venta Nº 4098 de la COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S.

Que mediante Circular Nº 046 de 2012, suscrita por la Administración del Sistema Integrado de Información Financiera SIIF Nación, se informa a las Entidades Públicas los diversos aspectos que se deben considerar para el cierre de la vigencia fiscal 2012; por lo cual se entregó un cronograma de actividades a cargo de las entidades, entre ellas el SENA, y de tales actividades se resalta “k. Traslado de Compromisos Presupuestales y Obligaciones que constituyen reservas presupuestales y cuentas por pagar” con plazo para ejecutar hasta el jueves 28 de febrero de 2013 hasta las 11:00 p.m.

No obstante lo anterior, y con el fin de poder asegurar los pagos contractuales dejados de efectuar en el 2012, se presentó un error en el cargue de cuentas en el sistema SIIF, lo que impide que se puedan cancelar directamente por el SENA por los mecanismos regulares. 

En vista de la irregularidad, y la imposibilidad de realizar el pago, mediante el Acta Nº 20 de Noviembre 08 de 2013, el Comité de  Nacional de Defensa Judicial y Conciliaciones del SENA, autorizó iniciar la gestión para solicitar la conciliación prejudicial por valor de $1.244.000 sin lugar a pagos de sumas  adicionales. 

Admitida la solicitud de conciliación y habiéndose calificado la misma, se fijó fecha para la celebración de la audiencia el día 18 de junio de 2014 a las 1:30 p.m. (folio 34), llevándose a cabo el día señalado y lográndose un acuerdo conciliatorio contenido en el acta No 350 (folio 46), con la siguiente manifestación de las partes: 
La apoderada de la parte convocante, expresó: 

“El comité de Defensa Judicial y Conciliacion del SENA en sesión del 8 de noviembre de 2013, propone presentar formula conciliatoria por $1.244.000, dado que la empresa comercializadora ARTURO CALLE S.A.S., cumplió a satisfacción el contrato Nº 2272 del 10 de octubre de 2012, según certificación del supervisor del contrato. De acuerdo al análisis realizado por el comité de conciliación no es posible realizar el pago directamente sino por conciliación por el cierre de la vigencia fiscal del año 2012, quedando por fuera del SIIF. Una vez aprobada la conciliación por el juez, se cancelará el valor propuesto dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la solicitud por la Comercializadora Arturo Calle, quien debe acompañar copia autentica del auto aprobatorio, constancia de ejecutoría y cuenta de cobro.. 
La propuesta anterior fue aprobada por el apoderado de parte convocada, como consta en el acta de conciliación, al expresar:

“acepto la propuesta de la entidad en los términos planteados por el Comité de Conciliación”.

CONSIDERACIONES

La conciliación es uno de los mecanismos alternativos de solución de los conflictos previstos por nuestra legislación, consistiendo básicamente, como lo pregona el artículo 64 de la Ley 446 de 1998, en el instrumento a través del cual, dos o más personas gestionan sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral denominado conciliador. Luego, el elemento básico para que pueda entrar a actuar este medio de composición es que haya posiciones encontradas entre dos o más personas, de donde, emerge de modo irrefutable que no habiendo diferencias entre los extremos solicitante y solicitado la conciliación sale sobrando, no es y no puede ser el escenario actuante para ningún efecto, como quiera que el propósito que se sirve con ella no es otro distinto al de ser fuente de arreglo de eventuales o existentes disputas. 

Son conciliables los asuntos susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación –art. 19 de la Ley 640 de 2001-, al igual que todos los demás que determine la Ley –art. 65 de la Ley 446 de 1998-. Y desde el punto de vista de sus efectos, se ha dispuesto que el acuerdo conciliatorio haga tránsito a cosa juzgada y que el acta de conciliación presta mérito ejecutivo.

Ahora bien, capítulo aparte en la Ley 23 de 1991, en la Ley 446 de 1998 y en la Ley 640 de 2001, merece el tema de la conciliación en materia contencioso administrativa, habiéndose previsto que pueden conciliar, total o parcialmente, en las etapas tanto prejudicial como judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de los que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa y contractuales, con la única salvedad en cuanto concierne al primer orden de acciones antes mencionadas en tanto no es posible, por mediar prohibición expresa, conciliar en asuntos de carácter tributario. Y obsérvese bien, que en todo caso, en la base de la conciliación subyace, como substrato absolutamente indispensable, un conflicto real y existente, que no habiéndolo o siendo el mismo fingido o aparente, la conciliación que se active es espuria e insano el eventual arreglo al que se llegue. 

No se olvide que la conciliación contencioso administrativa es siempre en derecho, como lo indica el artículo 3° de la Ley 640 de 2001, pues se realiza ante autoridades en cumplimiento de funciones conciliatorias, lo cual debe llamar la atención con reforzada intensidad al punto atinente al respeto que se debe en estos casos de manera muy especial al principio de legalidad, como quiera que el juez administrativo es el guardián de la legalidad administrativa.  

En atención a lo estatuido en el artículo 59 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en concordancia con el artículo 23 de la Ley 640 de 2001, podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del CPACA.

El artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-Ley 1437 de 2011, también contempló la conciliación prejudicial en materia contencioso administrativa en las demandas en que se formulen pretensiones relativas a nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. Así mismo, se estableció la posibilidad de conciliar judicialmente las pretensiones una vez instaurado el proceso ordinario en ejercicio de los medios de control señalados en los artículos 138, 140 y 141 de dicha regulación, conforme se puede observar en el numeral 8° del artículo 180 ibídem.
Con relación a los supuestos para la aprobación de los acuerdos conciliatorios, se ha referido el Consejo de Estado, mediante providencia de fecha 26 de Marzo de 2009, M.P. Ramiro Saavedra Becerra, Exp. No. 2007-00014-01(34233), al exponer:
El artículo 70 de la Ley 446 de 1998 -que modificó el artículo 59 de la Ley 23 de 1991-, dispone que las personas jurídicas de derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, en las etapas prejudicial o judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del Código Contencioso Administrativo; también se podrá conciliar en los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, siempre y cuando en éstos se hubieren formulado excepciones de mérito.

Por su parte, el artículo 73 ibidem –que le añadió el artículo 65A a la Ley 23 de 1991-, establece que la autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público, teniendo en cuenta así mismo, que conforme a lo dispuesto por el parágrafo 2º del artículo 81 de la Ley 446 –modificatorio del artículo 61 de la Ley 23 de 1991-, no habrá lugar a conciliación cuando la correspondiente acción haya caducado; de acuerdo con lo anterior, los principales criterios que deben ser analizados para efectos de determinar la procedencia de la aprobación del acuerdo conciliatorio al que hayan llegado las entidades estatales, dentro o fuera de un proceso judicial, son:

1) Que las partes estén debidamente representadas y que estos representantes tengan capacidad para conciliar.

2) Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las partes.

3) Que la acción no haya caducado.
4) Que se hayan presentado las pruebas necesarias para soportar la conciliación, es decir, que respalden lo reconocido patrimonialmente en el acuerdo.

5) Que el acuerdo no sea violatorio de la ley 

6) Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público.

En el caso concreto, el Despacho considera que se cumplen los presupuestos señalados para la aprobación del acuerdo conciliatorio, a saber: 

a) La debida representación de las partes: Se observa que el acuerdo conciliatorio fue suscrito por el apoderado de la parte convocante, debidamente constituido para el efecto por la Directora (E) del Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, Regional Antioquia  (fl 31).  Se advierte que la apoderada judicial cuenta con la facultad expresa para conciliar y el acuerdo al cual se llegó en el presente asunto, no es otro que el autorizado por el Comité Nacional Defensa Judicial y Conciliaciones de la entidad, tal como obra en la documentación obrante a folios 24 a 28 del encuadernamiento, que fue allegada en copia auténtica y que por tanto tiene pleno valor probatorio a la luz del artículo 244 del C.G.P.
Así mismo, no se discute que la empresa convocada se encuentra debidamente representada, según poder conferido, obrante a folio 32 del encuadernamiento, el cual cuenta con la facultad para conciliar en nombre y representación de la sociedad,  y para aceptar únicamente el pago de la suma de $1.244.000, quedando exceptuada la facultad de aceptar descuentos sobre el valor adeudado, así como la facultad de recibir.
b) Respecto de la materia sobre la cual versó el acuerdo 
En este sentido, el acuerdo se centró en asuntos de naturaleza puramente patrimonial, derivados del contrato suscrito y ejecutado, en el cual los derechos son plenamente disponibles por las partes. 
c) El respaldo probatorio dentro del expediente es suficiente: 
En tanto obran, entre otros, los siguientes medios acreditativos: 

· Contrato Nº 002262, Aceptación de la oferta de la invitación pública número 0038 de 2012 (folio 7 a 11). 
· Certificación de cumplimiento a satisfacción del contrato Nª 002262 del 10 de octubre de 2012, suscrita por el supervisor Campo Elías Loaiza Echeverri, de fecha 31 de diciembre de 2012 y de fecha 10 de enero de 2013 (folio 12 y 13).
· Nota de entrada consumo, de fecha 08 de enero de 2013 (folio 14).
· Factura de venta Nº 4098  de fecha 6 de diciembre de 2012, expedida por Comercializador Arturo Calle S.A.S., por valor de $1.244.000 (folio 15).
· Memorando 05-1040 dirigido a contabilidad en donde se solicita el trámite de pago del SIIF del 10 de octubre de 2012 (folio 16).
· Póliza Nº 431294 de la Compañía de seguros Chubb de Colombia, correspondiente al amparo de pago de Salarios y prestaciones sociales, cumplimiento del contrato y calidad del bien del contrato 002262 (folio 17). 
· Consulta elevada por el Director Regional a la Secretaria Comité de Procesos Judiciales y Conciliaciones Dirección Jurídica del SENA (folio 18 a 20)
· Acta Nº 20 de 2013, del Comité Nacional de Defensa Judicial y Conciliación Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA- Dirección General (folio 21 a 28). 
·  Acta de posesión y Resolución de nombramiento de la Dra. Angela Patricia Henao Ospina en calidad de Director Regional G08 en calidad de Encargo, de fecha 06 de febrero de 2014 (folio 29-30). 
· Poder otorgado a la apoderada de la convocante (folio 31). 
· Poder otorgado al apoderado del convocado (folio 32).
· Certificado de Existencia y Representación legal de la Comercializadora Arturo Calle S.A.S. (folio 36 a 42). 
· Resolución Nº 000490 de 2005  del SENA (folio 43 a 45).
· Acta de Audiencia Nº 350 del 18 de junio de 2014, de la Procuraduría 110 Judicial I (folio 46-47).
d) No ser violatorio de la Ley:  

Respecto de la legalidad del acuerdo, es dable tener en cuenta que la Ley 80 de 1993, estipuló en el numeral 1º del artículo 5, el derecho del contratista de recibir oportunamente la remuneración pactada en el contrato, al cumplir la obligación adquirida en el objeto contractual, como lo fue hecho por la COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S.

Por lo anterior, la entidad estatal, tiene la obligación de pagar lo pactado en el contrato  por el cumplimiento del objeto por parte del contratista, conforme quedo señalado en el Contrato Nº 002262, y atendiendo que el mismo contratista cumplió con su deber de presentar  en los términos señalados la factura para el cobro del valor pactado, y teniendo en cuenta además, que el error presentado en el sistema SIIF para el pago de la factura no era una carga atribuible a este,  y por tanto no tenía el deber de soportarla. 
Así mismo, como bien lo manifestó la entidad convocante: 

“El SENA está obligado a observar las normas que regulan la actividad administrativa, en esta caso el orden presupuestal y de actividad contractual, pues a través de ellas deben configurarse las obligaciones que ella suscribe, como los servicios que le son prestados o bienes entregados para su beneficio. 

(…) Así las cosas, existiendo la posibilidad de accionar para la empresa interesada en el pago, no evidenciándose en ella una conducta que vulnere en forma ostensible el orden jurídico que permita deducir su comportamiento como causa directa del perjuicio que reclama, y en aras de hacer menos gravosa la situación patrimonial tanto del particular como del SENA, dado que esperar a un proceso ejecutiva causaría el pago de intereses; actualización de valores; gastos  de defensa judicial y posibles costas y agencias judiciales, lo viable es entrar a estudiar la conciliación en estos casos”. 
Así, en el caso sometido a estudio, el acuerdo logrado entre las partes respeta la normatividad aplicable, en tanto se reconoció el pago debido y que fuere pactado en el contrato señalado, al cumplimiento del objeto contractual por parte del contratista. 

e) Respecto a la no afectación del patrimonio público
En relación con este aspecto el Consejo de Estado ha expresado:

“(…) la conciliación es un instituto de solución directa de los conflictos, constituida a partir de la capacidad dispositiva de las partes y cuya bondad como fórmula real de paz y como instrumento de descongestión de los despachos judiciales está suficientemente demostrada.

En tratándose de materias administrativas contenciosas para las cuales la Ley autoriza el uso de este mecanismo, dado el compromiso del  patrimonio público que le es inherente, la Ley establece exigencias especiales que debe tomar en cuenta el juez a la hora de decidir sobre su aprobación.

Entre dichas exigencias la Ley 446 de 1998, en el último inciso del artículo 73, prescribe que el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesarias” que permitan deducir una alta probabilidad de condena contra el Estado en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones pertinentes, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o violatorio de la Ley (…)

Teniendo en cuenta el material probatorio arrimado en el expediente y con base en lo anteriormente expuesto, y que el dinero que debe pagarse corresponde al precio pactado en el contrato de suministro celebrado y ejecutado a satisfacción, no se vislumbra una afectación al patrimonio público, pues además la conciliación fue TOTAL y con la misma, las partes contendientes le pusieron término a un eventual litigio sin que se mantenga ninguna situación pendiente de ser resuelta. 

f) Respecto de la caducidad de la acción:
El artículo 164 del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- Ley 1437 de 2011, preceptúa que la demanda relativa a contratos, cuenta con un término de dos (2) años para interponerse, en este caso, dicho termino se cuenta a partir del día siguiente a la ocurrencia del hecho o motivo de derecho. 

Para el caso concreto, referido a la omisión del pago pactado, y  el cual debió ser dentro de los diez (10) días calendario siguientes, una vez expedida por el supervisor del contrato el certificado de recibo a satisfacción y cumplido los requisitos exigidos para la factura. Es  decir que el certificado de recibo a satisfacción fue expedido el 10 de enero de 2013 junto con los requisitos exigidos para la presentación de la factura como consta a folio 13 a 15, por lo cual el pago debió hacerse a más tardar el 20 de enero de 2013, por lo cual la oportunidad de la acción sería hasta el 21 de enero de 2015, término que a la fecha de la conciliación celebrada no ha vencido. 
En conclusión, acreditado que el acuerdo conciliatorio contenido en el acta No 350 del 18 de junio de 2043, se encuentra debidamente respaldado en el acervo probatorio allegado al expediente y no resulta lesivo para el patrimonio público, se procederá a impartir aprobación al mismo.  
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,
RESUELVE

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado el 18 de junio de 2014, contenido en el acta de conciliación No. 350, y celebrado entre el SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE –SENA- y la COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S., quienes actúan por conducto de apoderado.
SEGUNDO: En consecuencia, el SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE –SENA-, deberá reconocer y pagar a favor de COMERCIALIZADORA ARTURO CALLE S.A.S. la suma equivalente a $1.244.000, por concepto de compra de artículos para caballero según orden de compra Nº 002262 , de conformidad con lo expuesto en la parte motiva. 

TERCERO: Una vez en firme la presente providencia, por medio de Secretaría, expídase copia auténtica con constancia de ser primera copia que presta merito ejecutivo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 114 del Código General del Proceso, la cual será entregada al mandatario judicial del convocado o a quien éste faculte, previa presentación personal del escrito de autorización.

CUARTO: Notifíquese personalmente la presente providencia, al representante del Ministerio Público, esto es, al señor Procurador asignado a este Despacho.
QUINTO: En firme esta providencia, pase el expediente para su archivo.
NOTIFÍQUESE

SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ
	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 16 de septiembre de 2014 fijado a las 8 a.m.

VERÓNICA MARÍA PEDRAZA PIEDRAHITA

SECRETARIA 



NOTIFICACIÓN PERSONAL

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Medellín, _______________________________________

COMPARECIÓ EL SEÑOR PROCURADOR JUDICIAL DELEGADO ANTE 

ESTE DESPACHO QUIEN SE LE NOTIFICO PERSONALMENTE 
EL CONTENIDO DEL AUTO ANTERIOR.
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